
Cuestionario de la Experta independiente sobre las consecuencias de la deuda externa y las obligaciones financieras internacionales conexas de los Estados para el pleno goce de todos los derechos humanos, sobre todo los derechos económicos, sociales y culturales, sobre “Obligaciones financieras internacionales, sistemas digitales y derechos humanos”
	Pregunta de la ONU
	Respuesta de la institución

	1. ¿Cuáles son los retos a los que se enfrenta la regulación de las transacciones financieras en la economía digital a nivel nacional, regional, continental e internacional? 
	En el ámbito fiscal, los principales retos de la regulación de las transacciones financieras en la economía digital es detectar los mecanismos de planificación fiscal llevados a cabo por empresas multinacionales que se aprovechan de las lagunas en la interacción entre los distintos sistemas tributarios para minorar artificialmente las bases imponibles o trasladar los beneficios a países o territorios de baja tributación en los que realizan poca o ninguna actividad económica. 

Adicionalmente, el reto de los gobiernos e instituciones responsables del tema fiscal en cualquier nivel es determinar la existencia de un nexo de las operaciones digitales en cada uno de los países de acuerdo con las funciones realizadas, activos utilizados y riesgos asumidos por las compañías o sujetos que obtienen ingresos en estas transacciones o se benefician de las mismas, para regular tanto lo relacionado a los impuestos directos como a los indirectos.


	2. ¿Cuál es la naturaleza, el alcance y la finalidad de un consenso internacional sobre la fiscalidad de la economía digital que apoye los derechos humanos?
	Desde hace algunos años se han producido cambios revolucionarios en el ámbito de las tecnologías de la informática y las comunicaciones en general, lo cual ha ocasionado grandes impactos en el desarrollo de las actividades económicas a nivel mundial, transformando significativamente los modelos y formas de negocios que se han conocido.
Estos cambios han incidido en los países y administraciones tributarias a nivel mundial, obligando a que hagan los ajustes pertinentes en normas, procesos y estructuras. Los sistemas tributarios no fueron la excepción, teniendo que evolucionar para ajustarse a las circunstancias donde las empresas sin presencia física en ese país generan rentas y sobre las cuales era muy probable que no tributen nada. Bajo estos preceptos nació en el seno de la Organización para la Cooperación y Desarrollos Económicos (OCDE) un proyecto sobre la erosión de las bases imponibles y traslados de beneficios mejor conocido como BEPS (siglas en inglés), el cual a través de su Acción 1 abordó los temas de interés sobre la fiscalización internacional de la economía digital, llegando a dar análisis y recomendaciones a los países para afrontar los riegos BEPS sobre esta materia.
La OCDE al ser un organismo internacional, abarca a una gran cantidad de países del mundo. Con estos trabajos se ha logrado una cooperación internacional y combatir la evasión y elusión fiscal, lo cual recae en un mejoramiento de las políticas fiscales que permitan contrarrestar y controlar los riesgos de la economía digital, esto al final se traduce en un mayor ingreso fiscal hacia el estado ecuatoriano y decantará en mayor presupuesto para cubrir educación, salud y otros aspectos sociales importantes de forma igualitaria y no discrimatoria, aspecto importantes de los derechos humanos.


	3. ¿Cuáles son las ventajas/desventajas de regular los elementos financieros de la economía digital y de regular los sistemas digitales que apoyan las transacciones para los países menos desarrollados?


	

	4. ¿Qué medidas y mecanismos deben establecerse para garantizar que un impuesto digital global incorpore los principios de los derechos humanos tanto en su forma de recaudación como en el uso de los ingresos fiscales generados?
	A efectos de identificar el contenido de los derechos humanos que eventualmente podrían verse involucrados, en la creación de un impuesto digital, debe analizarse la relación entre la Administración Tributaria y el contribuyente. De ello, podría traerse a discusión el derecho a la propiedad, relacionado directamente con el derecho a la no confiscatoriedad, vida privada, identidad, entre otros. 
Las medidas y mecanismos para la recaudación y uso de los ingresos fiscales generados deberían mínimamente garantizar la existencia de buenos registros, bases de datos consistentes, esquemas de verificación, seguridad tecnológica, e incluso la creación de auditorías multinacionales independientes. 

Como segundo punto, es preciso indicar que, en un sistema ordinario, los Estados ejercen su potestad de imperio en materia fiscal principalmente en atención a dos principios, el de residencia y fuente. El Estado retribuye a su población el pago de tributos con acciones enfocadas en áreas como la educación, salud, seguridad, lo cual está directamente relacionado con los derechos humanos de los integrantes de una sociedad. En el caso concreto, un impuesto digital implicaría un ingreso fiscal a un Estado, lo cual debería acarrear una retribución por justicia social. El reconocimiento de los derechos humanos implica que el Estado debe velar por el bienestar de sus habitantes en el cumplimiento de sus obligaciones de respetar, proteger y garantizar su disfrute, lo que deriva en la retribución de sus contribuciones en servicios de atención social y pública.


	5. A) ¿Existen prácticas, legislación o políticas a nivel nacional o regional que puedan servir de buenos ejemplos? B) ¿Existen estudios de casos que podrían considerarse para este informe, con referencia específica, cuando sea posible, a las remesas, las criptomonedas y los mercados de comercio electrónico, así como a la fiscalidad de las empresas que participan en los sistemas digitales?
	A: A nivel regional no existe una iniciativa conjunta que tenga como propósito crear un tributo con recaudación compartida. No obstante, en el Ecuador existe un mecanismo de recaudación del Impuesto al Valor Agregado en el consumo de servicios digitales prestados a consumidores locales por parte de no residentes. En cuanto a la recaudación del impuesto a la renta sobre este tipo de ingresos, en nuestro país aún se está discutiendo y analizando la posibilidad de un mecanismo de retención o incluso la creación de una tarifa específica.
B: El SRI ha realizado los siguientes estudios: 
1.Estudio sobre economía digital. El estudio pretende identificar aspectos conceptuales y tributarios que involucran a la economía digital. Para ello, realiza un análisis descriptivo conceptual sobre las características y mejores prácticas de las administraciones tributarias; y por otro, un análisis cuantitativo a través de una metodología de text mining, donde se realiza una primera aproximación de la participación de las principales empresas extranjeras que tienen presencia en la economía ecuatoriana a través de plataformas digitales.

2. Análisis comparativo internacional de criptomonedas.  Informe comparativo de legislación fiscal entre diferentes países, para conocer los mecanismos de tratamiento, gestión y regulación de los activos virtuales, particularmente, criptomonedas.

	6. ¿Cómo deben tratar los Estados las interacciones entre las transacciones fiscales y el metaverso - desde la perspectiva de los derechos humanos?
	El Estado está llamado a diseñar mecanismos para capturar la tributación en operaciones realizadas en estos escenarios, mismos que aterrizan en políticas públicas (actos normativos y esquemas de control de riesgo, entre otros) que deben estar inspiradas en la perspectiva de la satisfacción de los derechos humanos. Si consideramos la obligación positiva que tiene el Estado para atender las exigencias constitucionales y convencionales a este respecto, la realización plena de los derechos económicos sociales y culturales exigen fortalecer las capacidades del Estado para garantizar el disfrute de los mismos a sus ciudadanos; y, esto se verá de mejor manera logrado en la medida en que exista mayores recursos en las arcas fiscales a través de la eficiencia en la recaudación.
Por otro lado, los referidos mecanismos recaudatorios deben respetar los derechos de libertad de los ciudadanos; es decir, no deben resultar invasivos o exorbitantes en cuanto a limitar derechos como la propiedad, la intimidad o la circulación de personas o capitales. 


	7. ¿Qué otras cuestiones deberían ser abordadas por la Experta Independiente en este ámbito, tanto para su informe al Consejo de Derechos Humanos, 52a Sesión, como para otras actividades e iniciativas que pueda emprender de acuerdo con su mandato?

	Se recomienda considerar los trabajos y acciones que haya hecho el Banco Central del Ecuador y la Superintendencia de Bancos, dentro de sus competencias, en relación con la digitalización de la economía sobre las operaciones financieras, y que puedan aportar a los estudios y análisis que la Experta independiente.
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